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TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / PAGO DE INCAPACIDADES / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / PRINCIPIO DE INMEDIATEZ / DEBE VALORARSE EN CADA CASO CONCRETO / LA VULNERACIÓN SUCESIVA EN EL TIEMPO DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES JUSTIFICA LA DEMORA EN RECLAMAR.
Como quiera que lo pretendido por el accionante, está enfocado en obtener por vía de tutela el pago de unas prestaciones económicas, derivadas de las incapacidades otorgadas por sus médicos tratantes, y que según afirma no han sido pagadas oportunamente por parte de la AFP Colpensiones, es importante establecer si para el caso concreto se cumple con los requisitos de procedibilidad de la tutela. 

Con respecto a lo anterior, debe tenerse en consideración que si bien es cierto, en principio se podría afirmar que no es procedente acudir a esta acción constitucional para reclamar el pago de las prestaciones económicas pretendidas (auxilios por concepto de incapacidades médicas), al existir otros mecanismos de defensa judicial, lo que iría en detrimento del requisito general de subsidiariedad que caracteriza este tipo de proceso, esta Sala, en concordancia con los lineamientos trazados ampliamente por la Corte Constitucional a nivel jurisprudencial, es del criterio que el mecanismo de amparo sí es procedente cuando existe una amenaza latente contra los derechos fundamentales de quien la invoca, lo cual es fácilmente presumible en el caso que nos concita, si tenemos en cuenta que la pretensión se contrae al pago de unos auxilios destinados a sufragar las necesidades mínimas y básicas de una persona que ha dejado de recibir estipendios por concepto de su trabajo, los cuales se constituyen lógicamente en su única fuente de ingresos. (…)
Por otro lado, en lo que al presupuesto de inmediatez concierne, considera la Corporación que la Juez de primer grado no fue del todo acertada, porque si bien es cierto las incapacidades reclamadas tuvieron su origen desde el mes de enero del año anterior, no podemos desconocer que las mismas se han prolongado en el tiempo y que aún se mantienen vigentes porque se han venido prorrogando de manera ininterrumpida. En ese orden de ideas, aunque quien acude a la querella de amparo debe hacerlo dentro de un límite temporal razonable entre el hecho que dio origen a la conculcación de los derechos invocados y la activación del mecanismo constitucional, es deber del Juez entrar a evaluar los motivos por los cuales dicha situación se presenta, pues teniendo en cuenta que este mecanismo lo que procura es brindar protección efectiva a los derechos de los ciudadanos, y que en muchos casos la vulneración de un derecho fundamental se puede dar de forma sucesiva en el tiempo, se le ha conferido entonces al Juez constitucional, como ya se dijo, la difícil tarea de que en cada caso concreto y antes de declarar la improcedencia de la tutela, evalúe los motivos por los cuales el peticionario no había solicitado antes la protección judicial. (…)
Para la Sala entonces, dejando de lado los excesos de ritualidad y formalismo, y teniendo como punto de partida las condiciones de debilidad manifiesta que cobijan al señor Rubén Bedoya Zapata, y especialmente que la vulneración alegada se ha postergado en el tiempo, es plausible afirmar que en este específico caso sí se supera el test de procedibilidad frente los dos aspectos principales que la determinan, esto es, la subsidiariedad y la inmediatez.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA PENAL 

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, veintisiete (27) de septiembre de dos mil diecinueve (2019)

Hora: 3:50 p.m.  

Aprobado por Acta No. 864 
ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la Directora de la Dirección de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, el 31 de julio de 2019, con ocasión de la solicitud de amparo deprecada por el señor RUBÉN BEDOYA ZAPATA, por intermedio de apoderado. 
ANTECEDENTES:

Se tienen como relevantes los siguientes: 
· El Sr. Rubén Bedoya Zapata ha permanecido incapacitado de forma ininterrumpida desde el día 3 de agosto de 2017. A partir del 26 de enero de 2018 Colpensiones debió asumir el pago de los auxilios por incapacidad superiores al día 180, pero se ha negado sistemáticamente a hacerlo, pese a que se han radicado en esa entidad todos los documentos necesarios para ese fin.
· El señor Rubén Bedoya Zapata fue dictaminado con una PCL del 68.95%, y tiene a su favor un fallo de tutela dictado por parte del Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Pereira, por medio del cual se le ordenó transitoriamente a Colpensiones que reconociera en favor del amparado una pensión de invalidez, pero la encartada se ha rehusado a darle cumplimiento a esa orden. 
· El señor Bedoya Zapata es un sujeto de especial protección constitucional, porque fue declarado inválido, y porque tiene 72 años de edad. 

· Aunado a lo anterior, desde el 12 de julio de 2019 Colpensiones se está negando a recibir la documentación que se presenta a sus oficinas, bajo el argumento consistente en que el señor Rubén, al cumplir 62 años de edad, retiró todos sus aportes al sistema, quedando desvinculado de las coberturas y garantías que el mismo le brinda. 
· Por último, mencionó que las incapacidades expedidas desde el 16 de enero fueron radicadas en la AFP, a pesar de haber superado 540 días, porque la hija del accionante, quien se encargó de realizar esa diligencia, no tenía conocimiento que las mismas estaban a cargo de la EPS.   
PRETENSIONES:

De conformidad con los hechos narrados en precedencia, solicitó el accionante que se ordene a la AFP Colpensiones que reconozca y pague los 530 días de incapacidad que se le adeudan al señor Rubén Bedoya Zapata. 
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:

· Admisión: 

El Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, avocó el conocimiento de la actuación el 18 de julio de 2019, y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la EPS Medimás, la AFP Colpensiones, y vinculó de manera oficiosa al Ministerio del Trabajo, la Junta Regional de Calificación de Invalidez, el señor Silverio Echerry León en calidad de empleador del accionante y la Superintendencia Financiera de Colombia.  
· Respuestas de los involucrados: 

La Junta Regional de Calificación de Invalidez, el Ministerio del Trabajo y la Superintendencia Financiera de Colombia: señalaron que carecen de legitimación en la causa por pasiva, dado que no les son atribuibles ninguno de los reproches formulados por el accionante en su escrito, y tampoco tienen injerencia en las pretensiones de esta acción. 
El señor Silverio Echeverry León, empleador del accionante: expuso que los hechos narrados por el accionante son ciertos, pero aclaró que ha sido diligente, y que en momento alguno ha dejado de pagar los aportes al SGSS, por lo que no hay ninguna razón para que se le esté negando el pago de incapacidades. 
La AFP Colpensiones manifestó que la presente acción desconoce el presupuesto de subsidiariedad determinante para su procedencia, y que esa entidad cumplió con el deber que legalmente le correspondía, que era calificar la PCL del señor Rubén Bedoya Zapata, teniendo en consideración que el concepto de rehabilitación expedido por la EPS resultó ser desfavorable, además, se pronunció frente a su solicitud de reconocimiento pensional por invalidez, concluyendo que el mismo no era procedente.
La EPS Medimás, por su parte, guardó silencio.   

· Sentencia: 

Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento resolvió mediante sentencia del 31 de julio de 2019, tutelar los derechos fundamentales al mínimo vital y a la seguridad social del señor Rubén Bedoya Zapata, por lo que le ordenó a Colpensiones que reconociera y pagara las incapacidades de Nros. 1328530, 1390575, 1436677; pero a su vez, negó las incapacidades identificadas con los Nros. 490387, 602945, 642066, 729303, 826550,931324, 997165, 1031968, 1105877, 1191583, 1247499, 174517, porque frente a aquellas se encontraba desacreditado el presupuesto de inmediatez de la acción de tutela. 
IMPUGNACIÓN:

El día 31 de julio de 2019, la Directora de la Dirección de Acciones Constitucionales de Colpensiones presentó escrito mediante el cual impugnó la decisión de primera instancia, en dicho memorial expuso que, según los postulados del artículo 142 del Decreto 019 de 2012, para el reconocimiento y pago de las incapacidades médicas deben concurrir los siguientes requisitos: i) que padezca una enfermedad de origen común; ii) que la incapacidad sea continua y supere los 180 días; y iii) que se emita concepto favorable de rehabilitación por parte de la EPS. Por lo tanto, como en el caso del señor Rubén Bedoya Zapata su EPS expidió un concepto de rehabilitación desfavorable, no es procedente el pago del subsidio por incapacidad. Además, agregó que esa AFP ya cumplió con su deber de calificar la PCL del accionante.

Finalmente, puso de presente que esa entidad está sujeta a la vigilancia de los Entes de Control, y está en la obligación cuidar los recursos del SGSS. 
En atención a lo dicho, solicitó que se revoque el fallo de primer grado, y en su lugar se desestimen las pretensiones de la presente acción de tutela, pues en su sentir, el accionante no cumple con los requisitos legales para el reconocimiento del subsidio por incapacidad.

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1° del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

Le corresponde determinar a esta Sala si le asistió razón a la Juez de primer nivel en la decisión adoptada en el presente asunto, según los elementos de prueba recaudados en el devenir de la actuación, o si por el contrario acierta en sus reproches la entidad impugnante, al señalar que no debió descargarse en ella una responsabilidad como la contemplada en el fallo.
3. Solución: 

Según el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, la acción de tutela es un instrumento confiado a los Jueces, para brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido quebrantados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en nuestra Carta Magna. 

Como quiera que lo pretendido por el accionante, está enfocado en obtener por vía de tutela el pago de unas prestaciones económicas, derivadas de las incapacidades otorgadas por sus médicos tratantes, y que según afirma no han sido pagadas oportunamente por parte de la AFP Colpensiones, es importante establecer si para el caso concreto se cumple con los requisitos de procedibilidad de la tutela. 

Con respecto a lo anterior, debe tenerse en consideración que si bien es cierto, en principio se podría afirmar que no es procedente acudir a esta acción constitucional para reclamar el pago de las prestaciones económicas pretendidas (auxilios por concepto de incapacidades médicas), al existir otros mecanismos de defensa judicial, lo que iría en detrimento del requisito general de subsidiariedad que caracteriza este tipo de proceso, esta Sala, en concordancia con los lineamientos trazados ampliamente por la Corte Constitucional a nivel jurisprudencial, es del criterio que el mecanismo de amparo sí es procedente cuando existe una amenaza latente contra los derechos fundamentales de quien la invoca, lo cual es fácilmente presumible en el caso que nos concita, si tenemos en cuenta que la pretensión se contrae al pago de unos auxilios destinados a sufragar las necesidades mínimas y básicas de una persona que ha dejado de recibir estipendios por concepto de su trabajo, los cuales se constituyen lógicamente en su única fuente de ingresos. 

A lo anterior, debe sumarse el estado de debilidad en que se ubica el titular de los derechos reclamados debido a su convalecencia y su avanzada edad, circunstancias que lo convierten en un sujeto de especial protección, lo cual nos lleva a pensar en que el análisis de las reglas de procedencia de este tipo de acción debe ser mucho más flexible y conscientes de la situación que atraviesa quien acude a su reclamo, llegando a la fácil conclusión de que la vía ordinaria para este tipo de asuntos no resulta ser propiamente la más idónea ni la más amable para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable de quien ha visto transcurrir los días sin poder recuperar su estado de salud, como ha ocurrido en el caso del señor Rubén, por lo que indiscutiblemente ha visto involucrados derechos fundamentales, como el mínimo vital y la vida en condiciones dignas. 

Así ha dejado sentado su criterio el órgano de Cierre en materia Constitucional; por citar un ejemplo, en la Sentencia T-643 de 2014 dijo esa Magistratura que:  

“(…) si bien por regla general las reclamaciones de acreencias laborales deben ser ventiladas ante la jurisdicción ordinaria, ha sostenido esta Corporación en numerosos casos similares al sometido a revisión, que la acción de tutela, de manera excepcional, resultará procedente para reconocer el pago de incapacidades médicas.
 Esto, en el entendido que al no contar el trabajador con otra fuente de ingresos para garantizar su sostenimiento y el de las personas que dependan de él,
 la negativa de una E.P.S de cancelar las mencionadas incapacidades puede redundar en una vulneración a los derechos al mínimo vital, seguridad social y vida digna, caso en el cual es imperativa la intervención del juez constitucional. Al respecto ha sostenido la jurisprudencia constitucional:

“[E]l reconocimiento y pago de una incapacidad asegura al trabajador un ingreso económico durante el periodo de su convalecencia, permitiéndole asumir su proceso de recuperación en los términos y condiciones médicamente diagnosticadas
, particularmente por la especial protección a que tiene derecho en vista de su situación de debilidad manifiesta
, además de garantizársele su derecho al mínimo vital
, permitiendo la satisfacción de las necesidades básicas de él y su grupo familiar económicamente dependiente, mientras se reintegra a la actividad laboral.
 

 

Es por ello que, con el reconocimiento de éste tipo de prestaciones se pretende garantizar las condiciones mínimas de vida digna del trabajador y del grupo familiar que de él depende, en especial cuando se deterioran sus condiciones de salud o de orden económico. De esta misma manera, este derecho encuentra un amplio desarrollo en instrumentos internacionales.
 

 

Así, ante circunstancias como las anteriores, en las que los derechos fundamentales se encuentran afectados por el no pago de una incapacidad laboral, el amparo constitucional es el mecanismo judicial apropiado para consolidar la protección de tales derechos”.
 (Negrillas por fuera del texto original) 

Por otro lado, en lo que al presupuesto de inmediatez concierne, considera la Corporación que la Juez de primer grado no fue del todo acertada, porque si bien es cierto las incapacidades reclamadas tuvieron su origen desde el mes de enero del año anterior, no podemos desconocer que las mismas se han prolongado en el tiempo y que aún se mantienen vigentes porque se han venido prorrogando de manera ininterrumpida. En ese orden de ideas, aunque quien acude a la querella de amparo debe hacerlo dentro de un límite temporal razonable entre el hecho que dio origen a la conculcación de los derechos invocados y la activación del mecanismo constitucional, es deber del Juez entrar a evaluar los motivos por los cuales dicha situación se presenta, pues teniendo en cuenta que este mecanismo lo que procura es brindar protección efectiva a los derechos de los ciudadanos, y que en muchos casos la vulneración de un derecho fundamental se puede dar de forma sucesiva en el tiempo, se le ha conferido entonces al Juez constitucional, como ya se dijo, la difícil tarea de que en cada caso concreto y antes de declarar la improcedencia de la tutela, evalúe los motivos por los cuales el peticionario no había solicitado antes la protección judicial:
“En este orden de ideas, surtido el análisis de los hechos del caso concreto, el juez constitucional puede llegar a la conclusión de que una acción de tutela, que en principio parecería carente de inmediatez por haber sido interpuesta después de un tiempo considerable desde la amenaza o vulneración del derecho fundamental, en realidad resulta procedente debido a las particulares circunstancias que rodean el asunto. Así, la jurisprudencia constitucional ha determinado algunos eventos –por supuesto no taxativos- en que esta situación se puede presentar:

 

·  La existencia de razones válidas para la inactividad, como podría ser, por ejemplo, la ocurrencia de un suceso de fuerza mayor o caso fortuito, la incapacidad o imposibilidad del actor para interponer la tutela en un término razonable, la ocurrencia de un hecho completamente nuevo y sorpresivo que hubiere cambiado drásticamente las circunstancias previas, entre otras.

 

· Cuando a pesar del paso del tiempo es evidente que la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales del accionante permanece, es decir, su situación desfavorable como consecuencia de la afectación de sus derechos continúa y es actual. Lo que adquiere sentido si se recuerda que la finalidad de la exigencia de la inmediatez no es imponer un término de prescripción o caducidad a la acción de tutela sino asegurarse de que se trate de una amenaza o violación de derechos fundamentales que requiera, en realidad, una protección inmediata.
 

· Cuando la carga de la interposición de la acción de tutela en un plazo razonable resulta desproporcionada dada la situación de debilidad manifiesta en la que se encuentra el accionante, lo que constituye un trato preferente autorizado por el artículo 13 de la Constitución que ordena que “el Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan”.

Para la Sala entonces, dejando de lado los excesos de ritualidad y formalismo, y teniendo como punto de partida las condiciones de debilidad manifiesta que cobijan al señor Rubén Bedoya Zapata, y especialmente que la vulneración alegada se ha postergado en el tiempo, es plausible afirmar que en este específico caso sí se supera el test de procedibilidad frente los dos aspectos principales que la determinan, esto es, la subsidiariedad y la inmediatez.   
Dicho lo anterior, se descenderá al análisis de la postura planteada por la entidad recurrente, para lo cual, se debe partir por indicar que en el caso bajo estudio, está demostrado lo siguiente: 

1. Que el Sr. Rubén Bedoya Zapata se encuentra incapacitado
, de forma ininterrumpida, desde el 3 de agosto del año 2017; 

2. También está claro, según el reporte de incapacidades médicas, que el 20 de enero de 2018 el accionante cumplió 180 días de incapacidad
;

3. Que el Sr. Rubén Bedoya Zapata se encuentra afiliado a la AFP Colpensiones; 

6. Que la EPS Medimás pagó los primeros 180 días de incapacidad, y además remitió con destino a la AFP Colpensiones el concepto de rehabilitación favorable del Sr. Rubén Bedoya Zapata el día 6 de enero de 2018
; 

7. Que desde el accionante radicó en Colpensiones varias solicitudes de reconocimiento y pago de unos auxilios por incapacidad médica, peticiones a las cuales esa entidad no accedió; 

Teniendo claro lo anterior, con el fin de dirimir la polémica, la Sala debe recordar como primera medida que, según la normativa vigente
 el pago de las incapacidades corresponde i) al empleador los primeros dos días; ii) a partir del día tercero y hasta el 180 corresponde a la entidad promotora de salud; iii) desde el día 181 corresponde a la Administradora de Pensiones que en este caso es Colpensiones hasta el día 540, siempre y cuando la EPS haya expedido el respectivo concepto de rehabilitación, requisito sin el cual estará condenada a continuar con dicho pago hasta tanto cumpla con esa obligación, así lo establece el artículo 142 del Decreto 019 de 2012
; y vi) desde el 541 en adelante nuevamente se abre paso a la obligación de la EPS.

Ahora, si trasponemos lo anterior a los certificados de incapacidades del accionante, se puede concluir con certeza que como las mismas ya superaron los 180 días desde el 20 de enero de 2018, obviamente, teniendo en cuenta que la EPS remitió oportunamente el concepto de rehabilitación con destino a la AFP Colpensiones, le corresponde a esta última el pago de los ciclos de incapacidad iniciados a partir de esa fecha hasta el día 540, es decir, hasta el 31 de enero de 2019.
Ahora, si bien las incapacidades expedidas con posterioridad al 31 de enero de 2019 deben ser asumidas por la EPS Medimás, la Sala reconoce que la Juez A Quo tuvo razón al considerar que no había lugar a ordenar su pago a través de este mecanismo, toda vez que el mismo accionante reconoció que radicó dichas incapacidades en la AFP cuando en realidad debían ser entregadas en la EPS. 

Finalmente, con respecto a la discrepancia planteada por la AFP Colpensiones, quien insistentemente ha argumentado que el hecho de haber calificado la PCL del accionante la releva de asumir el pago de las incapacidades superiores al día 180, habrá de explicársele que se encuentra equivocada, porque el hecho de haber efectuado la calificación de pérdida de capacidad laboral del señor Bedoya Zapata, no se traduce en la posibilidad de apartarse de los demás deberes que le asisten, pues su obligación no terminó con el dictamen emitido, ya que el actor, quien no se ha hecho merecedor de un reconocimiento pensional, aún continúa efectuando cotizaciones al SGSS por medio de su empleador con destino a esa AFP, por lo que no puede sometérsele a quedar desamparado, dado que ante ese panorama, el esfuerzo para realizar sus cotizaciones al sistema de manera cumplida perdería su razón de ser.
Acorde con lo hasta ahora dicho, la decisión de primer nivel deberá ser modificada, puesto que, recordando el mandato que allí se dio, fue el de ordenar a Colpensiones reconocer y pagar las incapacidades laborales identificadas con los Nros. 1328530, 1390575 y 1436677, o sea, las que abarcan los períodos comprendidos entre el 2018-11-2016 y el 2019-02-13
, dejando por fuera aquellas que se expidieron con anterioridad a esa fecha, las cuales, en criterio de la Sala, deben hacer parte de la protección constitucional reconocida en favor del accionante. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal el 31 de julio de 2019, en el sentido de tutelar los derechos fundamentales del señor RUBÉN BEDOYA ZAPATA.

SEGUNDO: MODIFICAR EL ORDINAL SEGUNDO del fallo revisado, el cual quedará así:
“SEGUNDO: ORDENAR a COLPENSIONES, que en el término de cinco (05) días, contados a partir de la notificación de la presente decisión, reconozca y pague en favor del señor RUBÉN BEDOYA ZAPATA los auxilios por incapacidad correspondientes a los ciclos comprendidos entre el 21 de enero de 2018 y 31 de enero de 2019”. 
TERCERO: mantener incólume el numeral cuarto de la decisión revisada.
CUARTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Ver Sentencias T-972 de 2003, T-413 de 2004, T-855 de 2004, T-1059 de 2004, T-201 de 2005, T-789 de 2005, T-530 de 2008, T-334 de 2009, T – 018 de 2010, T-797 de 2010, T-984 de 2012, entre otras.


� Ver Sentencias T-549 de 2006, T-125 de 2007, T-243 de 2007 y T-984 de 2012.


� Ver sentencia T-311 de 1996, tesis que ha sido reiterada en sentencias T-201 de 2005 y T-789 de 2005 entre otras.


� Ver sentencia T-789 de 2005.


� En sentencia T-818 de 2000 se indicó que el concepto de mínimo vital no se circunscribe a una subsistencia biológica sino que el mismo “debe permitir el ejercicio y realización de los valores y propósitos de vida individual, y su falta compromete el logro de las aspiraciones legítimas del grupo familiar que depende económicamente del trabajador.”


� Sentencia T-789 de 2005.


� Artículo 93 de la Constitución Política colombiana y artículo 4 del decreto 2591 de 1991. Este último establece “Interpretación de los derechos tutelados. Los derechos protegidos por la acción de tutela se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia”. De la misma manera sobresalen la Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 22, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, artículo 9 de la Ley 74 de 1968, la Declaración Americana de los Derechos de la Persona, en la Novena Conferencia Internacional Americana en Bogotá, 1948, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales o Ley 319 de 1996, artículo 9; la Declaración sobre los Derechos Humanos de los Individuos que no son Nacionales del País en que viven y, finalmente, la Convención sobre Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer o Ley 51 de 1981, artículo 11.


� Sentencia T-334 de 2009. Ver en el mismo sentido Sentencias T-416 de 2009 y T-797 de 2010.


� Corte Constitucional, sentencia T-144 de 2012, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto. 


� Ver folios 8 y SS del cuaderno de tutela. 


� Ver folio 8. 


� Ver folio 30.


�Decreto 1406 de 1999, parágrafo 1 (modificado por el Decreto 2943 de 2013).


�“Para los casos de accidente o enfermedad común en los cuales exista concepto favorable de rehabilitación de la Entidad Promotora de Salud, la Administradora de Fondos de Pensiones postergará el trámite de calificación de Invalidez hasta por un término máximo de trescientos sesenta (360) días calendario adicionales a los primeros ciento ochenta (180) días de incapacidad temporal reconocida por la Entidad Promotora de Salud, evento en el cual, con cargo al seguro previsional (sic) de invalidez y sobrevivencia o de la entidad de previsión social correspondiente que lo hubiere expedido, la Administradora de Fondos de Pensiones otorgará un subsidio equivalente a la incapacidad que venía disfrutando el trabajador.


Las Entidades Promotoras de Salud deberán emitir dicho concepto antes de cumplirse el día ciento veinte (120) de incapacidad temporal y enviarlo antes de cumplirse el día ciento cincuenta (150), a cada una de las Administradoras de Fondos de Pensiones donde se encuentre afiliado el trabajador a quien se le expida el concepto respectivo, según corresponda. Cuando la Entidad Promotora de Salud no expida el concepto favorable de rehabilitación, si a ello hubiere lugar, deberá pagar un subsidio equivalente a la respectiva incapacidad temporal después de los ciento ochenta (180) días iníciales con cargo a sus propios recursos, hasta cuando se emita el correspondiente concepto.”


� ver folios 12, 13 y 14
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